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 0. INTRODUCCIÓN 
· Durante el período 1960-1973, España fue uno de los países del mundo que más creció. En efecto, nuestro país experimentó un crecimiento económico intenso (tasa de variación anual del PIB real del 7%) y sostenido (aunque no uniforme, sino con ciertas oscilaciones).

· Al mismo tiempo, la economía española parece gozar de buena salud desde el punto de vista de otras importantes macromagnitudes: cuentas públicas equilibradas, cuenta corriente equilibrada, y tasa de desempleo inferior al 3%.

· Pese a ello, la situación económica de España no era tan favorable como podía parecer a primera vista. En efecto, a lo largo del período 1960-1973, la economía española fue acumulando múltiples debilidades estructurales que no fueron evaluadas debidamente, y que permanecieron ocultas tras las elevadas tasas de crecimiento económico (que reducían la presión para la realización de las reformas estructurales necesarias).

· Así, como señaló Fuentes Quintana, la evolución de la economía española durante la etapa 1960-1973 puede calificarse como “la construcción de un gran edificio con malos cimientos”. A esos “malos cimientos”, él los llamó “pasivos del crecimiento”, entre los que cabe destacar:
1. Rigidez del mercado de trabajo.

2. Rigidez del mercado de capitales.

3. Deficiencias en el sector público.

4. Industria muy dependiente de capital y tecnología extranjeros, así como del petróleo.

5. Elevado déficit comercial.

6. Nuevas tensiones inflacionistas.

7. Crecimiento urbano desordenado.

8. Mantenimiento de los desequilibrios regionales.

· A lo largo de las siguientes décadas, la política económica se irá modernizando y acometiendo reformas. Éste va a ser un proceso gradual, no uniforme en el tiempo y, como veremos, estará influido de manera decisiva por las relaciones de España con sus socios europeos.

· Esquema: 
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1.1. Crisis
1.2. Política económica
2. 1982-1985: ajuste pre-adhesión
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 1. 1973-1981: CRISIS Y PACTOS DE LA MONCLOA
 1.1. Crisis
· Estallido. Como ya hemos adelantado, la economía española presentaba en 1973 una situación aparentemente favorable, pero que escondía múltiples debilidades. Estas debilidades aflorarán con:
a. Shock energético: entre 1973 y 1974, los precios del petróleo se multiplicaron por 4
, y en 1979 se multiplicaron por 3
. Esto dio lugar a tensiones inflacionistas que aumentaron enormemente los costes salariales de la economía española, ya que los salarios estaban indexados a la inflación pasada
.
b. Políticas proteccionistas del resto del mundo (ruptura del sistema de Bretton Woods, que genera devaluaciones competitivas, neoproteccionismo, etc.), que provocan una caída de la demanda externa.

c. Aumento de la competencia: la globalización supone una competencia más intensa de economías emergentes con fuertes ventajas de costes.
d. Mayores costes laborales: con las expectativas de transición a la democracia, proliferaron las organizaciones sindicales que, ante la debilidad institucional de los primeros años, consiguieron elevaciones salariales significativas.

e. Incertidumbre política.

· Consecuencias:

9. Estanflación: ralentización del crecimiento (crecimiento promedio de apenas el 1,5% real anual) e inflación (30% en 1977).

10. Paro (16% en 1982).

11. Déficit público (7% en 1982).

12. Déficit comercial (9% en 1974, sobre todo por el aumento del precio de la energía, pero desde entonces comienza un proceso gradual de reducción del déficit que dura hasta 1979, año en que el déficit comercial ronda el 3% del PIB).
 1.2. Política económica
Actitud pasiva (1973-1976)
· En un  primer momento, el Gobierno adopta una actitud pasiva, por 2 razones:

1. Transición política. El comienzo de la crisis coincide con un período de transición política. En estas circunstancias, la política económica va a quedar subordinada a los problemas políticos.

2. Situación pasajera. El Gobierno cree que se trata de una crisis pasajera. No se adoptan, pues, medidas de ajuste, sino únicamente compensatorias (durante este período se publican nada menos que 8 “paquetes de medidas de política económica”) –como, p.ej., subvención del consumo de energía eléctrica–.

Los Pactos de la Moncloa (1977)
· Agravamiento de la situación. Ante la gravedad de la situación, el Gobierno se vuelve más activo y en octubre de 1977 se firman los conocidos como Pactos de La Moncloa, que incorporarán dos tipos de medidas: medidas de estabilización (a las que se da prioridad) y medidas de reformas estructurales (para sentar las bases de una economía saneada). 

En 1977 se celebran las primeras elecciones democráticas, con la victoria de la UCD, que no alcanza la mayoría absoluta.
Como consecuencia de la gravedad de la crisis económica y de dicha falta de mayoría absoluta, en 1977 se extiende la idea de que es necesario poner en práctica un programa de política económica ambicioso y consensuado.

· Medidas de estabilización:

a. Política fiscal: se establecen límites al crecimiento del gasto (no puede crecer más del 29% respecto al presupuesto de 1977). Además, se busca orientar más el gasto público hacia la inversión productiva.
b. Política monetaria: se establecen límites al crecimiento de la masa monetaria (no puede crecer más del 17% al año).

c. Políticas de rentas: los salarios pasan a estar indexados a la inflación prevista por el Gobierno, en vez de a la inflación pasada.

d. Política cambiaria: se devalúa la peseta un 20%.

· Medidas de reforma estructural. Aunque la política de estabilización recibe plena prioridad, también se incluyen en los Pactos de la Moncloa diferentes reformas estructurales que se irán materializando a lo largo de los años.
a. Reforma fiscal de Fuentes Quintana. Se trata de una modernización del sistema fiscal con: i) impulso a la imposición directa (IRPF e IS modernos); y ii) lucha contra el fraude, hasta entonces muy extendido (se concede una amnistía fiscal transitoria y se produce una tipificación del delito fiscal en el código penal).

b. Sistema financiero: se permite la entrada (con condiciones) de la banca extranjera en España y se liberalizan parcialmente los tipos de interés.
c. Mercado de trabajo: se permite la contratación temporal de parados y de jóvenes que no hayan trabajado nunca, el despido, y la asociación sindical.

d. Políticas sectoriales:
d.1. Política educativa: programa educativo que busca la plena escolarización.

d.2. Política energética: planificación energética. El Plan Energético Nacional de 1978 (PEN-78) fomentó la producción nacional de energías primarias (especialmente, la energía nuclear) y la creación de stocks estratégicos.

· Valoración.

Medidas de estabilización: i) se controla la inflación, aunque ésta se mantiene en cotas altas (15% en 1979); y ii) no se controla el déficit público, que se convierte en estructural (debido a la construcción del Estado de Bienestar, la descentralización del gasto, etc.).

Medidas de reforma estructural: aunque se aplican de manera limitada y muy gradual en el tiempo, hay que destacar que reformas como las del sistema fiscal o la del sistema financiero tendrán gran importancia. 
 2. 1982-1985: AJUSTE PRE-ADHESIÓN
· Impulso político. En 1982, el PSOE gana las elecciones generales con una holgada mayoría. La llegada del PSOE al Gobierno se produce en un contexto de importantes desequilibrios macroeconómicos:

a. Inflación (15%).

b. Paro (16%).

c. Déficit público (7%).

d. Déficit por cuenta corriente (2%).
Ante esta situación, el nuevo Ministro de Economía y Hacienda, Miguel Boyer, va a dirigir una política económica cuyos principales objetivos van a ser: i) el control de la inflación; y ii) la preparación de la economía española para la adhesión a la Comunidad Económica Europea. Estas medidas se pueden clasificar, como las de los Pactos de la Moncloa, en 2 grupos: medidas de estabilización y medidas de reforma estructural.
· Medidas de estabilización:
a. Política fiscal: fracasa el intento de reducir el déficit público (que pasará del 1% en 1975 al 7,2% en 1985), por la consolidación del Estado del Bienestar, la descentralización del Estado, y la crisis económica.
b. Política monetaria: se acentúa la política monetaria restrictiva, con drenajes de liquidez más intensivos.

c. Políticas de rentas: mayor moderación salarial, modificándose el método de indexación, que pasa de usar la inflación media a usar la inflación de diciembre sobre el diciembre anterior.

d. Política cambiaria: fuerte evaluación de la peseta en 1982, para recuperar competitividad.
· Medidas de reforma estructural.

a. Sistema financiero:

a.1. Homogeneización para todas las entidades (cajas y bancos) de los coeficientes de inversión obligatoria
 y de los coeficientes de garantías
.

a.2. Libertad de apertura de oficinas.

b. Mercado de trabajo: se reforma el Estatuto de los Trabajadores en 1984, introduciendo los contratos temporales, los contratos en prácticas, y los contratos para la formación.

c. Políticas sectoriales:

c.1. Política energética: destaca el Plan Energético Nacional de 1983, en el que se recogen una moratoria nuclear y un “marco legal estable” para las tarifas eléctricas.
c.2. Política industrial: plan de reconversión y plan de reindustrialización.

· Reconversión: el objetivo era reformar los sectores en crisis para hacerlos más viables y competitivos. Se actuó a través de ajustes por el lado de la oferta: ayudas al cierre de empresas, prejubilaciones, movilidad geográfica, créditos y avales del Banco de Crédito Industrial para sanear empresas, etc. Las áreas más afectadas fueron la siderurgia, la metalurgia, los astilleros y el textil.

· Reindustrialización: el objetivo era desarrollar industrias de futuro. Se actuó a través de las denominadas “zonas de urgente reindustrialización”, en las que se trataba de fomentar la instalación de empresas a través de subvenciones. Las áreas más afectadas fueron Galicia, Asturias y País Vasco.
c.3. Otras medidas de liberalización económica: se liberalizan los horarios comerciales y el mercado del alquiler de inmuebles.

· Valoración.
Durante este período, el crecimiento económico sigue siendo reducido (inferior al 2%), pero se logran avances, sobre todo en términos de desinflación.

En cambio, la política fiscal da lugar a la aparición de un importante déficit público.

Tras las medidas de política industrial con las que se reaccionó a la crisis, se produjo un cambio estructural en la industria española, de forma que las actividades tradicionales (agroalimentación, textil) perdieron peso en favor de actividades intermedias, con demanda más fuerte y mayor contenido tecnológico (química, automoción, y bienes de equipo).
 3. 1986-1994: RECUPERACIÓN Y CRISIS POSTERIOR INDUSTRIAL
 3.1. Recuperación (1986-1991)
· Desde 1986, la economía española comienza a dar muestras evidentes de recuperación.
En efecto, durante el período 1986-1990, el PIB crecerá a una tasa media anual del 4,5%.

· Causa. El factor que más contribuye a esta expansión es la adhesión de España a la Comunidad Económica Europea, que va a impulsar la actividad económica por varias vías: (ver tema 30-A, “2.3. Efectos”). 
· Efectos sobre la política económica. La adhesión de España a la CEE, además de servir de estímulo para la recuperación, también va a suponer una serie de compromisos para España, tanto inmediatos como con período transitorio (ver tema 30-A, “2.2. Contenido”, “Acuerdos económicos”).
· Política económica hasta 1991:
a. Política fiscal contractiva. Se toman medidas que reducen el déficit (que pasa del 7,2% en 1985 al 3,3% en 1989): efectos positivos de la entrada de España en la UE, lucha más decidida contra el fraude fiscal, introducción del IVA, racionalización del consumo público, reducción de las prestaciones por desempleo, y reducción de las ayudas a empresas.

· No obstante, no se aprovecha la recuperación económica para controlar el déficit. Así, aunque éste se modera, se va a seguir moviendo en el entorno del 3-4%. Dada la fase expansiva del ciclo en que se encuentra la economía, esto implicaba la existencia de un déficit estructural muy elevado.

b. Política monetaria contractiva para converger con la UE en términos de inflación.

c. Políticas estructurales:
c.1. Liberalización del sistema financiero:
1. Liberalización total de los tipos de interés desde 1987 (que da lugar a una guerra del pasivo).

2. Eliminación de los coeficientes de inversión obligatoria en 1992.

3. Reducción progresiva del coeficiente de caja: del 17% en 1986 al 2% en 1992
.

c.2. Programa de privatizaciones (aunque de magnitud moderada).

· No obstante, seguían siendo necesarias reformas estructurales en: i) los mercados de bienes (escasez de competencia); y ii) el sistema fiscal (sistema tributario deficiente y gasto público que no frenaba su tendencia al alza).

 3.2. Crisis industrial (1992-1994)
· Causas:
13. Crisis de la economía mundial (relacionada con la Guerra del Golfo), lo que redujo la demanda externa. La caída de la actividad mundial se traslada rápidamente a la economía española, mucho más integrada en la economía europea que en los años 70.
14. Crisis del Sistema Monetario Europeo (por la subida de los tipos de interés del Bundesbank en 1991 para controlar la inflación) (ver tema 30-A, “3.1. Sistema Monetario Europeo”).
· Consecuencias. La crisis es algo más corta que en otros países europeos, pero más intensa:
15. Tasa de variación del PIB: 0,9% en 1992, -1,0% en 1993.

16. Récord histórico de desempleo: 24,1% en 1994 (sólo superado en la reciente crisis).
· Esto estuvo relacionado con algunos aspectos de la fase de recuperación previa: i) el desempleo, aunque se redujo, se mantuvo en cotas muy elevadas, lo cual sugiere que estaríamos en presencia de histéresis en el mercado de trabajo; y ii) casi todo el empleo que se creó durante la recuperación fue temporal.
17. Aumento del déficit (que pasa del 3,3% en 1989 al 7,3% en 1993).

· Política económica durante la crisis.

a. Programa de Convergencia de 1992. Como consecuencia del Tratado de Maastricht, los países deben elaborar, en el marco de la primera fase hacia UEM, unos programas de convergencia.

· En abril de 1992, España puso en marcha el primer Programa de Convergencia.

· El Programa establecía como objetivos básicos precisamente los criterios de convergencia que se habían definido para el ingreso en la UEM.

· Sin embargo, fue un programa poco efectivo ya que: i) se basaba en previsiones demasiado optimistas; y ii) no afrontaba algunas de las principales necesidades de la economía española.
b. Decreto-Ley de julio de 1992. Ante el empeoramiento de la situación económica, se hace necesario tomar medidas. Así, en plena crisis económica, el Gobierno aprueba un Decreto-Ley que contempla, entre otras medidas:
b.1. Reducción del gasto público en 200.000 millones de pesetas. Sin embargo, la reducción se llevó a cabo sin ninguna selectividad, simplemente por un procedimiento de reducción proporcional para todos los organismos.

b.2. Aumento de la presión fiscal (tipo medio del IVA del 13 al 15%, y tipo marginal máximo del IRPF del 53 al 56%).

Resultados: continúa el proceso desinflacionista, pero no se logra el control del déficit público (de hecho, éste alcanzará su máximo en 1993: 7,3%).
 4. 1995-1999: AÑOS PREVIOS A LA CREACIÓN DE LA UEM
 4.1. El Tratado de Maastricht
(ver tema 30-A, “3.3. Tratado de Maastricht y unión económica y monetaria”)
 4.2. Mercado de trabajo e industrias de red
· Reforma del mercado de trabajo.
En 1997 se lleva a cabo la tercera gran reforma del mercado de trabajo (que es la primera que no se realiza apremiada por una crisis económica).

La razón que motiva esta reforma es la elevada tasa de temporalidad.

Fue realizada con consenso social (acuerdo del Gobierno con sindicatos y patronal), y su principal aportación fue la introducción del “contrato de fomento de la contratación indefinida”
.

La introducción de este contrato se planteó como una medida temporal que, sin embargo, dado su satisfactorio funcionamiento, se acabó consolidando y manteniendo de forma duradera.

· Liberalización de las industrias de red. A lo largo de la década de los 90 se produce una oleada de liberalizaciones en España, que va a centrarse en las industrias de red. Lo más destacable va a ser la amplitud y la rapidez del proceso.

Factores explicativos:

18. Cambio de filosofía. Las industrias de red habían estado protegidas tradicionalmente de la competencia por sus características de monopolio natural. Sin embargo, las industrias de red agrupan varias actividades. Así, la idea era que algunas de éstas deberían mantenerse aisladas de la competencia (red) para preservar la eficiencia productiva del monopolio natural, pero otras actividades sí serían susceptibles de abrirse a la competencia (suministro). Este cambio de filosofía se basa en la teoría de los mercados impugnables de Baumol: si se eliminan las barreras de entrada y de salida, se consigue un comportamiento competitivo ante la amenaza de estrategias de hit and run.
19. Se trata de sectores que influyen de manera determinante en la competitividad de la mayoría de actividades económicas (energía, transportes, telecomunicaciones).

20. Experiencia internacional. Otros países como EEUU o Reino Unido ya habían impulsado la liberalización de estos sectores en los años 80 para fomentar la competitividad.

21. Programa de Convergencia de 1992. En el marco de este Programa, se encomendó al Tribunal de Defensa de la Competencia que identificara los costes de mantener regulados estos sectores. Dicho análisis tuvo un doble efecto: i) señaló muchas de las rigideces que afectaban al sector servicios y que eran susceptibles de reforma; y           ii) contribuyó a impulsar el debate público sobre estos problemas, debate que permitió que fuese surgiendo una opinión pública favorable a la liberalización. 

Estructura del proceso de liberalización:
· Separación de actividades: se identifican las actividades reguladas (red) y las no reguladas (actividades susceptibles de abrirse a la competencia, como el suministro).

· Cambios en la estructura empresarial:

· Al comienzo del proceso de liberalización, existe una empresa pública integrada verticalmente que controla ambas actividades.

· El proceso de liberalización se lleva a cabo con las siguientes medidas:

a. Separación contable, jurídica, operativa y funcional del elemento competitivo y el no competitivo. Ejemplo: Renfe se divide en Renfe-Operadora y en ADIF.
b. Opciones para la entidad que se segrega para desarrollar la actividad competitiva:

· Privatización (p.ej., Repsol, Telefónica, etc.)
.

· Mantenimiento de su carácter de empresa pública (p.ej. Renfe-Operadora).

c. Opciones para la entidad que mantiene el control del componente no competitivo:

· Que esté participada por los operadores que participan en la actividad competitiva (p.ej. Compañía Logística de Hidrocarburos –CLH–).
· Que se mantenga como un ente de titularidad pública (p.ej. ADIF).

· Que se mantenga controlada por el sector público (p.ej. AENA, Red Eléctrica Española, Enagás).

Medidas de fomento de la competencia:

d. Se crean organismos que velen por el buen funcionamiento y la competencia en los sectores (p.ej. Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, Comisión Nacional de la Energía).
e. Se garantiza el acceso no discriminatorio al componente no competitivo.

Costes de transición a la competencia
.

 5. 2000-2008: POLÍTICA ECONÓMICA DESDE LA INCORPORACIÓN A LA UEM HASTA LA CRISIS
 5.1. Implicaciones de la incorporación a la UEM sobre la política económica
· Política monetaria.
El BCE y el Sistema Europeo de Bancos Centrales se crean el 1 de junio de 1998 (justo tras tomarse la decisión de dar paso a la tercera etapa), y entrarán en funcionamiento el 1 de enero de 1999.

El BCE pasa a ser el responsable de la gestión de la política monetaria.

· El Banco de España participa en su Consejo de Gobierno, le asiste en la ejecución de dicha política y mantiene otras funciones, tanto propias como en el marco del SEBC.
· Política cambiaria.

Mientras que la política monetaria es responsabilidad exclusiva del SEBC, en el caso de la política cambiaria su diseño corre a cargo del Ecofin (por tanto, de los Estados), si bien debe consultar al BCE con el fin de que la política cambiaria no obstaculice la estabilidad de precios.

· Política fiscal.

Los Estados miembros de la zona euro conservan su soberanía en materia de política fiscal, pero deben someterla al Pacto de Estabilidad y Crecimiento (PEC).
 5.2. Política económica en la práctica
· Política monetaria.
La credibilidad del BCE en su gestión de la política monetaria permitió mantener la tasa de inflación en niveles reducidos, pero el principal problema fue que la política monetaria se enfrentó a un problema de asincronía de ciclos: mientras Alemania, Francia o Italia presentaron en este período tasas promedio de crecimiento del PIB real en torno al            1-1,5%, en España la tasa promedio superó el 3%.

Por lo tanto, para el caso de España la política monetaria fue más expansiva de lo que aconsejaba su perfil cíclico.

La consecuencia fue un sobrecalentamiento de la economía que se manifestó en una inflación próxima al 4% y a una burbuja de crédito por los reducidos tipos de interés, que dio lugar a un boom inmobiliario y a un elevado apalancamiento del sector privado. 
· Política fiscal.

Se intenta aprovechar la favorable coyuntura económica para proseguir con el proceso de consolidación fiscal. Así:

· En 2001 se aprueba la Ley General de Estabilidad Presupuestaria, que exige que los presupuestos muestren cada año o bien superávit o bien equilibrio presupuestario.

· En 2005 se alcanza el primer superávit de la historia de la democracia, y en los dos años siguientes se siguen alcanzando superávits (con el récord histórico en 2006: 2,2% del PIB).

· En 2006 se reforma la Ley General de Estabilidad Presupuestaria, pues el principio de equilibrio presupuestario anual vigente hasta entonces limitaba la capacidad del sector público para ejercer su función estabilizadora y, de hecho, podía conducir a la articulación de una política fiscal procíclica. Por ello, la Ley sustituyó el principio de equilibrio anual por el de equilibrio a lo largo del ciclo económico.

Se fomentan nuevos mecanismos de financiación del gasto productivo (p.ej. se incentiva una mayor participación del sector privado en la financiación de inversiones vía concesiones).

El superávit que se alcanza en esta época se utiliza para reducir deuda (35,5% en 2007) y para dotar al Fondo de Reserva de la Seguridad Social.

Se reforma el sistema de financiación autonómica para promover una mayor corresponsabilidad fiscal.

 6. 2009-2013: POLÍTICA ECONÓMICA DURANTE LA CRISIS
 6.1. Política monetaria
· Desde el inicio de la crisis financiera en septiembre de 2008, el BCE ha mantenido una política monetaria expansiva a través de medidas convenciones y no convencionales (ver tema 21-A).
 6.2. Política fiscal
· Aumento del déficit en 2008 y 2009. El proceso de consolidación fiscal se interrumpe bruscamente como consecuencia de la crisis económica.
El año 2008 se cierra con un déficit del 4,4%, y el 2009, con un 11%, cifra que constituye el nuevo récord histórico de déficit. Esto fue resultado de:

a. El desplome de los ingresos, que pasan de representar el 41% del PIB en 2007 al 35% en 2009.

b. El fuerte aumento de los gastos, que pasan de suponer el 39% del PIB en 2007 al 46% en 2009.

Factores explicativos:

22. Actuación de los estabilizadores automáticos, que provoca una reducción de la recaudación impositiva (IRPF, IS, IVA, etc.) y un aumento de los gastos sociales (sobre todo de las prestaciones por desempleo).

23. Política fiscal discrecional. España, para combatir los efectos de la crisis, puso en marcha, en coordinación con otros países del G-20 y de la UE, un programa de medidas de estímulo tanto por el lado de los ingresos como por el lado de los gastos, aglutinadas en lo que se conoció como Plan E. 
· Austeridad posterior. Este de cambio de paradigma de la política fiscal tiene su origen en la UE, a mediados de 2010, cuando la inestabilidad financiera volvió a golpear fuertemente la Eurozona y se produjo el primer rescate a Grecia.
Este cambio de filosofía se basaba en la creencia de los efectos no keynesianos de la política fiscal. En efecto, en un momento de elevada incertidumbre y primas de riesgo muy altas, y ante las dudas sobre la sostenibilidad de las finanzas públicas, una consolidación fiscal (i.e. política fiscal restrictiva) hoy, podría despejar dicha incertidumbre y generar confianza sobre el futuro, de manera que los agentes confíen en una futura recuperación de la economía que les anime a desahorrar y consumir hoy. El razonamiento anterior es tanto como suponer un multiplicador keynesiano negativo.
 6.3. Reformas estructurales
24. Constitución fiscal en 2011: se modifica el art. 135 de la Constitución Española, que recoge el principio de estabilidad presupuestaria (ver tema 24-B).
25. LO 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera (ver tema 24-B). 
26. Reforma de las pensiones de jubilación de 2011 (ver tema 25-B).

27. Plan de reestructuración y racionalización del sector público empresarial de 2012, por el que se procedió a la supresión, desinversión o liquidación de 80 sociedades mercantiles (i.e. el 32% de las sociedades mercantiles estatales).
28. Reforma del mercado de trabajo (ver tema 15-A)
29. Reforma del sistema financiero (ver tema 18-A).
30. Reformas de la gobernanza económica en el seno de la UE (ver tema 46-B del 3er ejercicio).
31. Reforma de las pensiones de jubilación de 2013 (ver tema 25-B).

 7. 2014-ACTUALIDAD: POLÍTICA ECONÓMICA TRAS LA CRISIS
· 2014 fue el primer año de crecimiento económico en España desde 2009.

· La política económica seguida desde entonces no ha sido demasiado activa, principalmente porque 2015 y 2016 fueron años electorales.
 CONCLUSIONES
· Balance de la pertenencia de España a la Eurozona (ver tema 30-A, “4.2. Balance de la pertenencia a la Eurozona”).
� Fue originada por la decisión de la OPEP y otros países del Norte de África de dejar de exportar petróleo a los países que habían apoyado a Israel en su guerra contra Siria y Egipto.


� Fue originada por la Revolución Iraní y la guerra Irán-Irak.


� Además, aumentaron las cotizaciones sociales, dado que se estaba comenzando a construir el Estado del Bienestar.


� El coeficiente de inversión obligatoria era el porcentaje de pasivos que un banco debía dedicar a financiar determinadas actividades que las autoridades económicas consideraban importante potenciar: créditos a la exportación, compra de deuda pública, etc. 


� El coeficiente de garantía es la proporción de los activos que los bancos debían mantener para hacer frente a posibles insolvencias. 


� Como dicha reducción hubiera supuesto un aumento brusco de liquidez, el Banco de España obligó a destinar una parte de ese capital liberado a la compra de certificados suyos (remunerados al 6% y que desaparecerían en el año 2000).


� La característica clave de este contrato es que el coste del despido objetivo improcedente es de 33 días por año trabajado, frente a los 45 días del contrato ordinario, con la idea de que el menor coste de despido fomentase el aumento de la contratación indefinida. No obstante, sólo podían acceder a este contrato determinados colectivos (jóvenes de 16 a 30 años, mayores de 45, etc.).


� Un aspecto destacable de las privatizaciones es que cuando el Estado opta por la privatización, suele mantener un cierto control a través de la “acción de oro” (no están prohibidas con carácter general, pero en la mayoría de los casos juzgados por el Tribunal de Justicia de la UE se han declarado ilegales).


� Es más que probable que el monopolista natural llevase a cabo fuertes inversiones en activos específicos con un largo período de amortización, bajo la certeza de que iba a poder explotar dichos activos durante muchos años ante la protección contra la competencia que le brindaría la regulación.


La repentina privatización y liberalización del sector deja en desventaja al antiguo monopolista, ya que las inversiones llevadas a cabo eran rentables bajo el régimen de protección regulatoria, pero dejan de serlo en un contexto de competencia. Para compensar al monopolista, el regulador le concede una serie de subvenciones que le permitan cubrir los “costes razonables” de esas inversiones. Son los conocidos como “costes de transición a la competencia”.
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